	Fecha
	9 de agosto de 1971
	Sesión número
	45

	Motivo: Amparo

	Recurrente: SANTOS MORALES ARIAS 

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que tiene una propiedad de la cual eliminó las divisiones con la vía pública, que eran maleza, bejucadas y monte. Que pretende construir una verja de acuerdo con su situación económica y que ya comenzó el trabajo. Que recibió radiograma del Gobernador de Alajuela, quien le da un término de 8 días para cercar la propiedad con la vía pública, que considera una disposición arbitraria. Alega violación del los artículos 11, 28, 33 y 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el recurrente quitó la cerca que limitaba su propiedad con la carretera Nacional San Rafael de Alajuela y que, a pesar de que la autoridad del lugar había intervenido, no logró que la reconstruyera. La acción del recurrente viola varias disposiciones y, de conformidad con el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1867, se previno al recurrente sobre un término 8 días en que deberá cercar propiedad por frente a carretera. Que de no acatar lo pedido el asunto sería pasado a los tribunales de justicia, lo que hará una vez fallado este recurso.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  La actuación del recurrido no puede dar asidero al recurso, puesto que si había – como lo reconoce el propio recurrente – “divisiones” en los linderos de la propiedad que adquirió, nada tiene de arbitrario ni de ilegal, el que el recurrido haya ordenado que se haga o levante una cerca, ya que lo dispuso de acuerdo con las facultades que le otorga el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1967 (Ordenanzas Municipales).


N° 45
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día nueve de agosto de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Retana, Sanabria, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Sanabria, Trejos, Valverde, Porter, Jugo, Odio y Benavides.
Artículo X
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por el señor Santos Morales Arias contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en el cual alega:

“Hechos: 1- Compré en San Rafael de Ojo de Agua, Jurisdicción  de Alajuela, una propiedad donde actualmente habito con mi familia y que tiene un frente con la vía pública, aproximadamente de cuarenta varas, siendo quince varas que ocupa el frente de la casa, el resto ocupado por garajes y otro resto sembrado de jardines, con el fin de ornamentar dicha propiedad. 2- Cuando hice la compra de la mencionada propiedad esta estaba en estado de abandono, las divisiones con la vía pública eran maleza, bejucadas y monte sumamente crecido, el caño de la calle estaba totalmente abandonado, insalubre, y en estado de asquerosidad, pues estaba convertido en posos de aguas negras y criaderos de zancudos; el suscrito con el fin de ornamentar tanto la propiedad como el lugar optó por entubar los desagües de la vía pública, que cruzaban por los respectivos desagües, colocando en efecto tubos de concreto de 24 pulgadas que es el diámetro que exige la Dirección General de Vialidad del Ministerio de Transportes; las cercas eran de piñuelas, bejucadas y malezas, que sólo existían serpientes y otros animales que ofenden el ornato de la propiedad. 3.- Las calles frente a mi propiedad estaban constituidas en potreros de algunos vecinos que sin escrúpulos echaban el ganado a la calle a pastar, en perjuicio de la ley de los vehículos y de los menores que diariamente van a las escuelas de dicho lugar. 4.- Es mi propósito adornar mi propiedad con una verja que ornamente dicha propiedad pero de acuerdo con mi situación económica y para lo cual ya hay un comienzo del trabajo dicho. 5.- El ganado que deambula por esas vías públicas lo hace a vista y paciencia de las autoridades de policía encargadas de velar por el orden y la seguridad del lugar.  De acuerdo con la Ley número 4323 del doce de febrero de mil novecientos sesenta y nueve que se refiere al ganado en la calle ésta prohíbe terminantemente la presencia de los mismos en la vía pública. 6.- El jueves Santo 8 de abril de este año me vi obligado a llevar al fondo Municipal de la Ciudad de Alajuela, dos vacas que me hicieron daño en una sementera que tengo sembrada detrás de la casa y que resultaron ser de propiedad del señor Miguel Ángel Vargas Ávila, hermano del señor secretario de la Gobernación de Alajuela. 7.- El señor Secretario antes mencionado se ha constituido en un litigante haciéndose cargo de juicios civiles y prohijando a las personas inescrupulosas que diariamente echan el ganado a la vía pública y el detrimento de la Ley número 237 del 21 de agosto de 1942 y ley número 14 del mismo año que prohíbe el ejercicio de la abogacía a los empleados del orden administrativo. 8.-  Es el caso que hoy he recibido un radiograma suscrito por el señor Gobernador de Alajuela, quien según parece presionado por su secretario me dice que dentro del término de ocho días debo de cercar mi propiedad con la vía pública.  Lo que catalogo como una disposición antojadiza y arbitraria con el fin de complacer al hermano de su secretario que es uno de los que el suscrito ha tenido que llevarle ganado al fondo municipal de dicha provincia. 9.- De acuerdo con el artículo cuatro de la Ley número 121 del 26 de octubre de 1909, Ley de cercas divisorias y quemas en su parte final dice:  Es prohibido penetrar en campo ajeno, esté o no cercado, a sabanear, recoger ganado, pescar, cortar leña o madera, coger plantas o frutas sin permiso escrito de su dueño o administrador.  La infracción de este precepto será castigada por la policía con multa de uno a veinticinco colones, etc.  Como se desprende del texto legal antes citado, considera el suscrito, que no existe disposición legal que exija a los propietarios de finca a tener cercas con la vía pública y menos en el caso del suscrito que es un humilde lote con un frente de cuarenta varas.  Entre otras cosas el señor Gobernador lo que pretende es, prohibirme el acceso a la vía pública, toda vez que mis vehículos que pagan los impuestos del plan vial y de placas tienen que estar entrando y saliendo a su respectivo garaje sin obstáculos, por otra parte la disposición del señor Gobernador es interpretativa ya que quiere darme mi propiedad como cárcel.  10.-  Para muestra un botón.  La propiedad de la Compañía Bananera donde tiene sus plantaciones de banano y palma africana no tienen cerca con la vía pública, tampoco tienen cerca los jardines que adornan todas las residencias en general, igualmente no tiene cerca la zona verde que ornamenta el Edifico de la Corte Suprema de Justicia de la Ciudad de Alajuela a pesar de estar fuera del cuadrante de la ciudad.  La actitud del señor Gobernador es una persecución en mi contra por el hecho de que el suscrito llevó al fondo Municipal de Alajuela dos vacas propiedad de Miguel Ángel Vargas Ávila, éste, hermano de don Edwin Vargas Ávila, quien es el secretario del señor Gobernador.  También la intención del señor Gobernador es, que cercando yo el frente de mi garaje y de mi casa de habitación, los animales del señor Vargas Ávila pueden continuar en la vía pública a vista y paciencia de las autoridades respectivas.  Cita de leyes violadas por el accionado: 1.-El artículo  11 de la Constitución Política consagra que los funcionarios son simples depositarios de la ley y no pueden arrogarse facultades que ésta no les concede, el número 28 de la misma carta fundamental sienta que nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley; el número 45 del mismo estatuto sienta que la propiedad es inviolable; igualmente sienta el artículo 33 de la misma constitución que todo hombre es igual ante la ley.  Igualmente violado por el accionado el artículo 264-265-266 del Código Civil. El primero dice que el dominio y propiedad absoluta sobre una cosa comprende de los derechos, primero posesión, segundo de usufructo, tercero de transformación y enajenación, el cuarto de defensa y exclusión y el quinto de restitución e indemnización.  El segundo establece que cuando no corresponden al dueño los derechos que comprende el dominio pleno de una propiedad ésta es imperfecta o limitada.  El tercero sienta que la propiedad en cada uno de los derechos especiales que comprende, no tiene más límites que los admitidos por el propietario y los impuestos por disposición de ley, etc.  Como puede verse del radiograma que acompaño, el señor Gobernador en términos generales habla de mi propiedad, y consecuentemente, éste debe de comprenderse dentro de los casos especificados por las leyes antes citadas y como violadas por parte de dicho funcionario. Acción: Por los hechos expuestos y citas legales presento formal recurso de amparo contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, y, en consecuencia del artículo cuatro de la ley de Amparo debe considerarse también interpuesto en contra de sus superiores.  Fundamento: Me fundo en la Ley de Amparo número 1161 del 2 de junio de 1950 y en artículos 48 de la Constitución Política”.

Solicitado el informe de ley al señor Gobernador, éste lo contestó así:

“A mi despacho durante el mes de marzo y abril de este año, se presentaron vecinos de San Rafael de Alajuela, y el Delegado Distrital del mismo lugar, quejándose que en el indicado Distrito, el señor Santos Morales Arias quien compró una finca que perteneciera al señor Walter García y se fue a vivir a San Rafael, llegado no más, quitó la cerca que limitaba la propiedad con la carretera Nacional, San Rafael de Alajuela, y que  pesar de que la autoridad del lugar había intervenido no logró que el señor Morales reconstruyera la cerca, y agregaban los quejosos que el ganado que arriaban por la carretera una vez metido o que traspasaba lo que el señor Morales consideraba era su propiedad, lo amarraba y lo traía al fondo municipal de San Rafael o Alajuela;  esta situación se repitió en varias oportunidades y por lo menos seis vecinos se presentaron a mi despacho para que se solucionara aquella situación de intranquilidad ocasionada porque el señor Morales deliberadamente quitó las cercas de su propiedad.  Lo anterior, unido a otras consecuencias originadas por la supresión de la cerca, como lo es la acusación que por denegación, retardo y prevaricato, proceso que aún se tramita en el Juzgado Segundo Penal de Alajuela contra el señor Manuel Chavaría Jiménez, Delegado Distrital de San Rafael de Alajuela y que interpuso el señor Santos Morales Arias; acusación de Santos Morales Arias contra Miguel Vargas Ávila y de éste contra el señor Santos Morales, procesos que por daños y merodeo se tramitan en la Agencia Primera Judicial de Alajuela, estos últimos procesos originaron una acusación por falso testimonio del señor Santos Morales contra Ofelia Barrientos Morales, y contra esta misma joven existe juicio laboral del señor Santos Morales y Ofelia Barrientos Morales procesos estos últimos que se tramitan el primero en la Alcaldía Tercera de Alajuela y el segundo en la Alcaldía Segunda de Alajuela, en todos estos procesos el señor Santos Morales Arias, litiga en su propio beneficio y en el afán de perturbar la vida tranquila de los habitantes de aquel lugar.  Como consideré que la acción del señor Santos Morales era violatoria de varias disposiciones que adelante transcribiré y de conformidad con el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1867 que dice: “Artículo 50.-  El Gobernador cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y de las leyes, de los decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, de los mandamientos y sentencias de los tribunales y juzgados y de todo aquello que pertenezca a la Policía, seguridad y propiedad de la provincia a su mando”.  Y en mi obligación de cuidad por el cumplimiento de las leyes, que en este caso  protegen un bien del Estado (la Carretera Nacional) y en la intención de que el señor Morales iba a enmendar su irregularidad voluntariamente, le envié un telegrama al Delegado Distrital de San Rafael de Alajuela con copia para el señor Santos Morales que decía “Ruego notificar señor Santos Morales Arias, término ocho días, deberá cercar propiedad por frente a carretera, informe.  Atentamente: firma Antonio Pacheco Pérez Gobernador”.  Y con el mayor irrespeto, el señor Morales me contesta así por telegrama: “Hasta tanto Corte Plena no se pronuncie en demanda de amparo contra usted imposible acatar sus arbitrarias órdenes, artículos 264, 265, 266 del Código Civil y Ley N° 1161 del 2 de junio de 1950. Atentamente: Santos Morales”.  Antes de enviar este telegrama ya había sido informado, el suscrito pidió información a la Delegación Cantonal de Alajuela, e informando el señor Carlos Ugalde Rodríguez Delegado Cantonal a.i. que efectivamente en propiedad del señor Santos Morales no había nada de cerca frente a la carretera San Rafael- Alajuela.  Es costumbre en los campos, que propietarios maliciosamente supriman las cercas, no dejando rastro alguno, que están frente a  calles, caminos o carreteras, con el fin de que en un descuido de las autoridades rehacerlas variando las líneas originales.  El telegrama objeto de este recurso tenía como fin de que en caso de no acatar lo pedido el asunto sería pasado a los tribunales de justicia, lo que haré una vez fallado este recurso.  No cabe duda que el señor Santos Morales, conociendo lo irregular de su acción, no vio pretexto que interponer el recurso en forma maliciosa, para evitar la acción de la justicia.-  El artículo 296 del Código Civil, en su párrafo segundo dice: “También tienen derecho si se ha quitado alguno de los mojones que deslindan su propiedad, para pedir que el que lo ha movido lo ponga a su costo y le indemnice los perjuicios que la remoción le hubiere causado”.  De modo que en este caso el Estado es el propietario que exige y no con menos derechos que sus ciudadanos.  El artículo 41 de la Ley N° 1851, de 28 de febrero de 1955, expone a las claras el supremo interés que tiene el Estado en relación a las líneas limítrofes de propiedades con las calles, carreteras o caminos públicos. “Artículo 41.- Ningún propietario tendrá derecho a cerrar su fundo por el lado de un camino público, sin previa autorización escrita del Ministerio de Transportes en carreteras de la Junta Cantonal de Caminos Vecinales y de la Municipalidad en las calles, entidades que fijarán la línea correspondiente.  De lo contrario el deslinde no tendrá ningún valor ni efecto legal, y el propietario será sancionado por la autoridad de Policía de la Jurisdicción con una multa de C.200.oo a C.500.oo y la obligación correspondiente de hacer la cerca en la línea correspondiente; igual regla se observará cuando el propietario corriere su cerca en perjuicio del camino respectivo; si el propietario fuese sindicado de usurpación, por la omisión del requisito apuntado en el párrafo primero, se tendrá el acto como presunción de su culpabilidad”.  La irregularidad del señor Santos Morales está en haber suprimido las cercas definitivas que existían con líneas establecidas, y no hacer ninguna diligencia por colocar la cerca como está obligado.  Como se notará el señor Santos Morales ha infringido el artículo 296 del Código Civil, y artículos 28, 35 y 41 de la Ley General de Caminos Públicos a contrario sensu y en uso de mis facultades del artículo 50 de la ley N° 20 de 24 de julio de 1967, concedí un término mediante telegrama para que se cumpliere buenamente la ley, sin embargo, si este alto tribunal no dispone otra cosa, me veré obligado a pasar el parte o denuncia correspondiente para que se le imponga la multa correspondiente por infracción a la Ley General de Caminos Públicos, ya que aún en este momento no ha gestionado nada para ponerse a derecho.- Señores Magistrados, pido rechazar de plano el presente recurso de amparo, ya que como malicioso que se encuentra dentro del artículo 3° inciso d) de la ley N° 1161 del 2 de junio de 1950 y en consecuencia no constituye materia de amparo la prevención hecha mediante telegrama. Pido se imponga al recurrente la sanción del artículo 19 de la Ley N° 1161 del 2 de junio de 1950.  No existe expediente levantado por cuanto como podrá apreciarse es una simple prevención lo que se le hizo al recurrente.  No ofrezco prueba por cuanto la considero innecesaria, pero en caso que fuere pertinente podré aportarla oportunamente en cuanto fuere menester y sobre los hechos relatados”.

Previa la deliberación del caso, se dispuso declarar sin lugar el recurso, por unanimidad, con base en las siguientes razones:


El señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en el informe que le fue solicitado en relación con el presente recurso, expresó que a su despacho se presentaron vecinos de San Rafael de Alajuela y el Delegado Distrital de ese lugar, a quejarse de que el señor Santos Morales Arias, compró una finca y se fue a vivir a San Rafael y, llegando no más, quitó la cerca que limitaba la propiedad con la carretera nacional, que va de San Rafael a Alajuela y que, a pesar de que la autoridad del lugar había intervenido, no logró que el señor Morales reconstruyera la cerca.-  Que según agregaban los quejosos, el ganado que arreaban por la carretera, una vez metido o que traspasaba lo que el señor Morales consideraba su propiedad, lo amarraba y lo llevaba al fondo municipal en San Rafael o Alajuela; que tal cosa se repitió en varios oportunidades y, por lo menos, seis vecinos se presentaron al despacho de la expresada autoridad a que solucionara aquella situación, porque el señor Morales deliberadamente había quitado las cercas de su propiedad.

Tales afirmaciones del Gobernador no están contradichas por el recurrente, desde luego que en el párrafo 2) de su recurso, el señor Morales expresa textualmente: “Cuando hice la compra de la mencionada propiedad, ésta estaba en estado de abandono, las divisiones con la vía pública eran maleza, bejucadas y monte sumamente crecido.”  En el párrafo 4) manifiesta: “Es mi propósito adornar mi propiedad con verja que ornamente dicha propiedad (sic) pero de acuerdo con mi situación económica y para lo cual ya hay un comienzo del trabajo dicho.”


Se ve sin dificultad, de esas afirmaciones del propio recurrente, que cuando adquirió su inmueble, las “divisiones” con la vía pública, consistían en bejucadas, maleza y monte crecido; que se propone adornar su propiedad con una verja…..para lo cual hay ya un comienzo del trabajo dicho.


Igualmente en el párrafo 9) del recurso, arguye el señor Morales Arias: “Considera el suscrito, que no existe disposición legal que exija a los propietarios de fincas tener cercas con la vía pública y menos en el caso del suscrito que es un humilde lote con cuarenta varas de frente.”


De lo expuesto por el recurrente en los antedichos párrafos, se infiere que al adquirir la propiedad, existían en ella cercas o divisiones que le servían de límite con la vía pública y que ahora no las hay.



Esa circunstancia viene a corroborar que lo afirmado por el señor Gobernador en su informe, en cuanto dice que el recurrente quitó las cercas, es creíble, y si con motivo de estos hechos, el citado funcionario envió al Delegado Distrital de Ojo de Agua, el telegrama de que se queja el señor Morales Arias, no por ello puede afirmase que ha violado ninguna de las garantías constitucionales a que hace alusión el demandante, sean las normas 11, 28 y45 de la Carta Política.


La actuación del señor Gobernador antes analizada no puede dar asidero al recurso, puesto que si había – como lo reconoce el propio recurrente – “divisiones” en los linderos de la propiedad que adquirió, nada tiene de arbitrario ni de ilegal, el que el señor Gobernador haya ordenado que se haga o levante una cerca, ya que lo dispuso de acuerdo con las facultades que le otorga el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1967 (Ordenanzas Municipales) de que “cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadano y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y de las leyes, de los decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, de los mandamientos y sentencias de los Tribunales y Juzgados, y de todo aquello que pertenezca a la policía, seguridad y propiedad de la provincia a su mando.” Tal orden, no le ha producido perjuicio alguno al recurrente y, por otro lado, evita múltiples dificultades y malentendidos con los vecinos, lo que evidentemente está ocurriendo en la actualidad con la entrada de ganado a su propiedad.”


El señor Presidente, Magistrado Baudrit, fundamentó su voto así:  “Si el señor Gobernador simplemente previno que se repusiera una cerca cuya remoción ha traído una serie de dificultades, no se advierte cómo esa actuación pueda quebrantar los artículos 11, 28, 45 y 33 de la Constitución Política”.


Los Magistrados Coto, Retana, Blanco y Odio se adhirieron a las anteriores consideraciones del Magistrado Baudrit.” 
